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HACIA UNA POLITICA DE MANEJO SUSTENTABLE DE LOS BOSQUES NATIVOS ARGENTINOS 

Pedro E. Andrieu 

Argentina nunca tuvo históricamente una política integral de protección y conservación del conjunto de los bosques nativos, como recurso natural a preservar, como parte importante del medio ambiente heredado, para las generaciones futuras y para el patrimonio nacional. Esta afirmación parecería casi sacrílega si la idea de bosque nativo evoca automáticamente los Parques Nacionales. Mas adelante se podrá apreciar el alcance de esa afirmación.

Este trabajo representa la primera parte del trabajo en desarrollo, en la cual se procura presentar una visión panorámica, y deseablemente integral, de una serie de desarrollos históricos y de aspectos que es necesario considerar, estudiar y analizar para poder llegar a fundamentar adecuadamente y diseñar una política de manejo sustentable de la reducida fracción de los bosques nativos argentinos originales que aun existen, de modo de poder lograr el sustento legal necesario para la implementación de los programas y proyectos orientados hacia ese propósito.

En las secciones siguientes de desarrolla con la extensión requerida lo relacionado con la base experimental que proporciona los elementos técnicos y económicos de los modelos de manejo sustentable a promover, y con la fundamentacion y preparación de las disposiciones legales necesarias para ello.

LOS INICIOS DE LAS AREAS PROTEGIDAS: La figura de Parque Nacional. 
 

En Argentina, los primeros pasos para la creación de áreas protegidas datan del año 1903, cuando el Doctor Francisco P. Moreno (el famoso Perito Moreno) efectúa una donación de 7.500 hectáreas de tierras de su propiedad al Estado Nacional. 

En el año 1922, se crea el primer Parque Nacional, es decir la primera área protegida en el continente,  denominado “Del Sur”, sobre la base de las 7.500 hectáreas donadas por el Perito Moreno, pero con una extensión total mucho mayor, actualmente de 710.000 has. En el decreto de creación se estableció la prohibición de la tala de árboles, la matanza de animales silvestres, la alteración de los cursos de agua, y todo acto que pudiera afectar a la naturaleza de la región. Más tarde fue denominado como se lo conoce hasta hoy: Parque Nacional Nahuel Huapi.

Aun en medio de la gran crisis que abarco toda esa década, en 1934, se crean por la Ley Nº 12.103 la Dirección de Parques Nacionales y el Parque Nacional Iguazú. Dicha ley establece por primera vez un principio de política nacional al respecto: “podrá declararse parques o reservas nacionales aquellas porciones del territorio de la Nación que por su extraordinaria belleza, o en razón de algún interés científico determinado, sean dignas de ser conservadas para uso y goce de la población de la República.” 

La figura de Parque Nacional fue adoptada por Argentina siguiendo el concepto formulado en Estados Unidos de Norteamérica. Es decir, la política de parques nacionales nació con el objetivo de preservar las bellezas escénicas y paisajísticas. 

Consecuentemente, fueron los paisajes naturales grandiosos los que motivaron la creación en 1937 de un conjunto de parques que complementarían a los parques Nahuel Huapi e Iguazú preexistentes: Lanín, Puelo, Los Alerces, Perito Moreno y Los Glaciares.
Como consideración adicional, de la mayor importancia, la política de Parques Nacionales, localizados todos ellos en áreas de frontera muy alejadas de los centros de población y actividad económica del país, estaba orientada a la afirmación de la soberanía territorial, con el  desarrollo regional de áreas de frontera y periféricas, por medio del impulso de la actividad turística. Con tal propósito se realizaron fuertes inversiones en infraestructura vial, de transporte y hotelera en dichas regiones, que sólo 50 años antes habían sido dominio indígena. Se crearon villas turísticas como Llao Llao, Catedral, La Angostura, y Traful. 

Entre los años 1940-50, comenzaron a desarrollarse en las áreas protegidas investigaciones naturalistas cuya prioridad fueron los estudios de la vegetación. Comienza así a apreciarse el valor científico de la conservación de la flora y la fauna. Se concreta así un gran aporte al desarrollo de las Ciencias Naturales del país y surge el criterio de proteger muestras representativas de toda la biogeografía argentina. 

Se crearon entonces nuevos Parques Nacionales seleccionados en función de su riqueza en biodiversidad: Laguna Blanca (1940), El Rey (1948), Río Pilcomayo (1951), y Chaco, y el Monumento Natural Bosques Petrificados (1954).

En 1967 se crea la Escuela de Guardaparques en la Isla Victoria, en el Parque Nacional Nahuel Huapi. Esta iniciativa generó la única escuela formal de guardaparques de Latinoamérica.

Durante los años 1960 se crearon los Parques Nacionales Tierra del Fuego (1960) y El Palmar en Entre Ríos (1966), y la Reserva Natural Formosa (1968) 

En 1970 se dicta una nueva ley de Parques Nacionales no. 18.594, que establece por primera vez una diferenciación de categorías entre las áreas protegidas nacionales: Parques Nacionales, Monumentos Naturales, y Reservas Nacionales, con diferentes objetivos y normas de conservación.

Luego se crearon los Parques Nacionales Los Arrayanes (1971), Baritú (1974), y Lihué Calel (1977.

Hacia fines de los años setenta, la Administración de Parques Nacionales comenzó a dar un matiz de educación ambiental a la visitas públicas desarrollando mecanismos de interpretación de la naturaleza. Si bien la política de Parques Nacionales tenía como objetivo principal la conservación de la diversidad biológica y, como objetivo subsidiario, el uso público de las áreas protegidas; se procuraba orientar dicho uso hacia una mejor apreciación, admiración y compromiso con el patrimonio natural amparado

En 1980 se sanciona la Ley Nº 22.351 de Parques Nacionales, Monumentos Naturales y Reservas Nacionales; vigente en la actualidad. En esta década se crearon el Parque Nacional Calilegua (1980) y el Monumento Natural Laguna de los Pozuelos (1981)

En 1985, la Administración de Parques Nacionales comienza a desarrollar una estrategia para incentivar la participación de las comunidades locales y los gobiernos provinciales en la planificación del manejo de las áreas protegidas,  también planes de ordenamiento y apoyo a las actividades de los pobladores. 

En 1986 se conforma la “Red Nacional de Cooperación Técnica en Áreas Protegidas”, como instancia federal de coordinación, apoyo técnico y planificación para un sistema nacional de áreas protegidas, buscando establecer un trabajo coordinado con los sistemas de áreas protegidas provinciales.

Desde principios de la década siguiente tuvo lugar una gran expansión del sistema de parques nacionales. En 1990 por medio de un decreto presidencial se crearon “reservas naturales estrictas” (RNE), a partir de tierras del Estado Nacional con utilidad para la conservación. Esta nueva categoría adicionó al mencionado sistema de áreas administradas por la APN a las RNE Otamendi, San Antonio, Colonia Benítez (recientemente declarada como Reserva Natural Educativa) y Leoncito (luego declarado Parque Nacional) 

La creación de los Parques Nacionales Sierras de las Quijadas y Predelta en 1991, Campo de Los Alisos en 1995, Los Cardones y Quebrada del Condorito en 1996, Talampaya en 1997, San Guillermo en 1999, Mburucuyá y Copo en 2000 y los que se encuentran en proceso de ser creados (Monte León),  evidencian el consenso con las provincias en la conservación y administración de las áreas protegidas.

En noviembre de 2001se elabora el “Plan de Gestión Institucional para los Parques Nacionales” con el objetivo de desarrollar una planificación estratégica de largo plazo para que las políticas institucionales no estuvieran sujetas a los cambios de gobierno. El proyecto surgió de una necesidad de fijar pautas, lineamientos y criterios para la gestión coherente del Sistema. Al otorgarle un carácter público al documento, la APN buscó dar participación y comprometer a la sociedad, a fin de que los ciudadanos puedan democráticamente demandar el cumplimiento de dicho Plan de Gestión a las autoridades políticas. 

Parques Nacionales constituye uno de los pocos casos de políticas publicas en Argentina que aun cuando han naturalmente ido ampliando sus objetivos y alcances, mas allá de las crisis económicas, sociales y políticas, muestran una continuidad en lo esencial, a lo largo de las mas de ocho décadas transcurridas desde la creación de la primera área protegida,  y de mas de siete décadas desde la sanción de la primera ley nacional que estableció los principios básicos de política de áreas protegidas. Desde entonces esa política se ha ido modificando y ampliando hasta llegar a cubrir distintos objetivos: ambientales, culturales, científicos, educativos y sociales. Se considera actualmente que la conservación de las áreas y especies protegidas debe contemplar no sólo los aspectos naturales, sino que debe incluir también los aspectos sociales y técnicos para beneficio de los intereses integrales del país. 

Cabe notar que la mayor parte de las que fueron siendo declaradas Areas Protegidas a partir de 1922 estaban en áreas fronterizas lejanas de las áreas objeto de la explotación agrícola y ganadera donde se encontraba una parte muy grande de los bosques nativos o espontáneos, por lo cual su incorporación a las áreas protegidas por el gobierno nacional no fue objeto de mayores conflictos ni objeciones por parte de las provincias respectivas, una gran parte de las cuales eran todavía Territorios Nacionales bajo jurisdicción del gobierno nacional. La provincializacion de los mismos comenzó solo en 1954, y se completo a comienzos de los 60 salvo Tierra del Fuego. Posteriormente las provincias antiguas ni nuevas objetaron el establecimiento de nuevas áreas protegidas nacionales. Tampoco generaron objeciones de propietarios privados. Y la situación de las comunidades indígenas asentadas ancestralmente en algunos de los mismos, no vario mayormente, ni para mal ni para bien, por las áreas protegidas.

Como resultado de ese proceso, en la actualidad, la Administración de Parques Nacionales conserva 34 áreas protegidas con una superficie total de 4.171.000 has y también cuatro especies declaradas como Monumentos Naturales: Taruca, Yaguareté, Huemul y Ballena Franca Austral,. Y se encuentra en proceso la gestión de declaración de un nuevo Parque Nacional: Los Venados.

La superficie total mencionada es equivalente al 3.9% de la superficie total estimada de los bosques nativos argentinos en 1914, y al 2.4% de la superficie total en explotaciones agropecuarias según el Censo Agropecuario Nacional de 2002. Esas muy bajas proporciones explican también, junto a las razones ya mencionadas mas arriba,  la ausencia  de oposición a la creación de las áreas protegidas.

Por el contrario, con el correr del tiempo, algunos Parques Nacionales, como Iguazú, Nahuel Huapi, Los Glaciares, y también las reservas marítimas, han generado un intenso movimiento turístico, primero nacional, luego regional, y hoy en día crecientemente internacional,  de lo que derivo el establecimiento de lo que hoy son ciudades con alto grado de desarrollo económico y social, lo que no hubiera acontecido sobre la base únicamente de explotaciones agropecuarias o forestales de esas mismas tierras.   

	Parques Nacionales
	miles Has.
	Provincia

	1. Laguna de los Pozuelos
	15
	Jujuy

	2. Baritu
	72
	Salta

	3. Calilegua
	76
	Jujuy

	4. Formosa
	10
	Formosa

	5. El Rey
	44
	Salta

	6. Los Cardones
	65
	Salta

	7. Copo
	114
	Santiago del Estero

	8. Río Pilcomayo
	48
	Formosa

	9. Iguazú
	67
	Misiones

	10. San Antonio
	400
	Misiones

	11. Chaco
	15
	Chaco

	12. Colonia Benitez
	8
	Chaco

	13. Campo de los Alisos
	10
	Tucumán

	14. Mburucuyá
	18
	Corrientes

	15. San Guillermo
	150
	San Juan

	16. Talampaya
	215
	La Rioja

	17. Quebrada del Condorito
	150
	Córdoba

	18. El Leoncito
	76
	San Juan

	19. Sierra de las Quijadas
	150
	San Luis

	20. Pre delta
	2
	Entre Ríos

	21. El Palmar
	9
	Entre Ríos

	22. Otamendi
	3
	Buenos Aires

	23. Lihue Calel
	10
	La Pampa

	24. Laguna Blanca
	11
	Neuquén

	25. Lanín
	412
	Neuquén

	26. Los Arrayanes
	48
	Neuquén

	27. Nahuel Huapí
	705
	Neuquén - Río Negro

	28. Lago Puelo
	28
	Chubut

	29. Los Alerces
	263
	Chubut

	30. Bosques Petrificados
	14
	Santa Cruz

	31. Perito Moreno
	115
	Santa Cruz

	32. Los Glaciares
	724
	Santa Cruz

	33. Tierra del Fuego
	63
	Tierra del Fuego

	34. Monte León
	62
	Santa Cruz

	TOTAL
	4,171
	


LOS BOSQUES NATIVOS ARGENTINOS Y SU DESTRUCCIÓN 

La destrucción de los bosques nativos había comenzado en Argentina al compás del avance espacial de la frontera agropecuaria, acelerada sobre todo en la Pampa Húmeda después de la Conquista del Desierto en 1879, a la que se sumaria el Chaco pocos años mas tarde. 

Hacia 1914, años en los que por la expansión de su agricultura y sus exportaciones Argentina se había ganado ya el mote de “granero del mundo”, y es decir una década después de que el Perito Moreno donara las 7.500 Ha en Nahuel Huapi, se estimaba que Argentina contaba todavía con 106 millones de hectáreas de bosques nativos (o espontáneos como los denomina la terminología censal) es decir una superficie enormemente mayor que la de aquella primera reserva protegida. Para una comparación de ordenes de magnitud cabe observar que esa superficie de bosques nativos en 1914 era equivalente al 59.5% de la superficie en explotación agropecuaria en el año 2002 !, a lo que se hará referencia mas adelante.

Luego de 1914 la destrucción de los bosques nativos continuo avanzando tanto por su explotación puramente extractiva y no sustentable, como por el desmonte descontrolado, con el propósito de utilizar la tierra para explotaciones agrícolas y ganaderas, y mas tarde, aun para los proyectos forestales implantados. Entre los primeros, los durmientes utilizados en la construcción de mas de 40.000 km. de vías de ferrocarril: a razón de un durmiente a cada 80 cm. de vía fue necesario utilizar 50 millones de durmientes, lo que significaría 1.526.000.000  pies cuadrados de madera dura, los que a valores corrientes harían $3.815.000 millones, equivalentes unos 1.300.000 millones de dólares; considerando  una reposición cada 30 años, significarían un valor corriente total de 3.900 millones de dólares. Adicionalmente, se estima que se exporto un monto muy significativo ya que la información disponible correspondiente a un solo periodo, muestra 2 millones de durmientes.

La primera guerra mundial dificulto en gran medida la continuidad de la importación del carbón de Cardiff que consumían las locomotoras de los ferrocarriles, las que debieron ser adaptadas para quemar madera, agregándosele furgones para el transporte de las grandes cantidades necesarias debido al mucho menor poder calórico por tonelada de combustible. Por las mismas razones también aumento significativamente el consumo de carbón vegetal. Ello contribuyo decisivamente a completar en esa época el desmonte de la cuenca del Río Salado en la Provincia de Buenos Aires, agravando enormemente las inundaciones periódicas que existían históricamente. 

El avance de la frontera agrícola, con el consiguiente desmonte descontrolado, hasta alcanzar los limites naturales de la pampa húmeda, en la isoyeta de 700 mm. de precipitaciones anuales promedio, se completo en 1928. Con ello se detuvo el crecimiento de las líneas ferroviarias de capital ingles y francés, que fue continuado en las décadas siguientes, aunque a ritmo menor, en otras regiones del país por los ferrocarriles del estado. Pero naturalmente la reposición de durmientes continuo, y el uso de leña como combustible, también. Entre 1934 y 1940 la región chaqueña proveyó básicamente a los Ferrocarriles 884.173 Tn. de leña anuales promedio, volumen que entre 1940 y 1945 por la dificultad de importar carbón o petróleo durante la segunda guerra mundial, se incremento a 2.071.908 Tn. anuales promedio. La puesta en marcha en 1938 del Alto Horno en la Acería de Zapla en Jujuy, diseñado para funcionar en base a la combustión de carbón de leña, acrecentó igualmente la tala con ese destino.

Paralelamente, durante muchas décadas también contribuyo a la destrucciones de los bosques nativos el corte de árboles de quebracho colorado para la extracción de tanino, cuya marcada disminución dio lugar posteriormente no solo a ingentes perjuicios económicos sino a significativos problemas sociales en las extensas zonas de los quebrachales.

Cabe destacar que en opinión de los mas destacados especialistas en el tema, aun una demanda tal alta como la señalada en los párrafos anteriores pudo haber sido satisfecha con la renta del bosque, sin afectar su capital productivo, si se hubiera utilizado planes de manejo sustentable 
. 

Por otra parte en otras regiones del país la frontera agrícola continuo desplazándose hasta mucho mas tarde, y continua hasta hoy con la fiebre de la soja, originando muchos mas desmontes.

LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE BOSQUES Y EL INSTITUTO FORESTAL NACIONAL (IFONA)

Mientras la destrucción del bosque nativo avanzaba significativamente, en notable contraste con lo acontecido respecto de los Parques Nacionales, recién en 1948, es decir 26 años después de creado el primer parque nacional, y 12 años después de creada la Administración de Parques Nacionales, el estado nacional asume la necesidad de conservar el conjunto del recurso forestal nativo mas allá de la belleza de determinados lugares o su interés científico, es decir como recurso integrante del patrimonio nacional, y del medio ambiente a preservar al sancionarse la ley 13.273 de Defensa de la Riqueza Forestal Argentina creando la Administración Nacional de Bosques con el objetivo de comenzar por efectuar el relevamiento de dicho patrimonio. En 1973 por la ley 20.531 se crea el Instituto Forestal Nacional (IFONA) como organismo autárquico con amplias atribuciones.

El 31 de octubre de 1991 por Decreto de Necesidad y Urgencia no. 2284 se disuelve el IFONA junto con otros organismos porque “no resultan aptos para la Argentina de los umbrales del Siglo XXI” según los considerandos del mismo, pasando la responsabilidad sobre los recursos forestales nativos a la Secretaria de Recursos Naturales y Ambiente Humano (SRNyAH), y sobre las actividades de experimentación y extensión que llevaban a cabo las estaciones forestales del IFONA, a cargo del INTA. Esa disposición no hizo sino continuar la tradicional y miope concentración de la atención del país y del estado en las explotaciones agrícolas y ganaderas tradicionales, aun cuando la tradicional Secretaria de Agricultura y Ganadera había debido transformarse ya en la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (SAGPyA), por la fuerza de los hechos: las exportaciones pesqueras del país, a pesar del enorme contrabando, que se estima en el orden del 50%, superaban a las exportaciones de carne, y las industrias de la alimentación que transforman la producción agropecuaria, y requieren de cuidadosos controles, también habían superado su aporte a la economía del país. 

LOS BOSQUES IMPLANTADOS

Desde la década de 1970, como parte del final de la política de sustitución de importaciones, el estado nacional promovió la fabricación de papel prensa, fundamentalmente utilizado por los diarios y revistas, que tradicionalmente se importaba en su totalidad. Llego incluso a constituir una sociedad de propiedad mixta, Papel Prensa SA, con los principales diarios del país, La Nación y Clarín, como asociados. 

Paralelamente el estado apoyo financieramente por intermedio del IFONA la implantación de bosques con especies apropiadas para la producción de ese tipo de papel, y también de pasta de papel. El Censo Agropecuario Nacional 1988 
 registro un total de 719.268 has de Bosques y Montes Implantados,  equivalente al 0.41 %  del total de 177.437.397 has implantadas. Corresponden a la provincia de Misiones 257.236 has de montes implantados; a  Corrientes, 123.293 has, y a Entre Ríos 79.033 has. 

El CAN 2002 
 relevo 1.022.924 Ha de montes y bosques implantados en EAP con limites definidos, equivalentes al  0.59% del total 174 millones de Has implantadas; aun cuando aparezca como menor en términos de superficie frente a los 174 millones de Ha bajo explotación agropecuaria en el país, y a los 34.374.070 ha de bosques y montes espontáneos, resulta una cifra muy significativa en términos económicos, reflejando el crecimiento del 42.2% en la superficie implantada en el periodo intercensal, una tasa de crecimiento no alcanzada por ningún otro tipo de explotación agropecuaria. De ese total censal corresponden a la provincia de Misiones 371.928 has, con un crecimiento intercensal del 44.6%; a  Corrientes, 283.028 has y 129.6%, y a Entre Ríos 113.977 has y 44.2%. También relevo un total de 761.6 Ha de Bosques y Montes implantados en explotaciones sin limites definidos. 
 El crecimiento en términos de producción de madera resulta también notable, debido al hecho de que el corte de árboles implantados puede comenzar alrededor de 7 años después de plantado, mientras el ciclo que cabria considerar equivalente  para las especies de los bosques naturales se eleva a por lo menos 30 años. 

No cabe sorprenderse entonces de que al producirse en 1991 la disolución del IFONA, la SAGPyA retuvo bajo su jurisdicción lo relacionado con “el negocio” de los montes y la madera implantada con propósitos comerciales, mientras, como se indico mas arriba, se desentendió completamente de la depredación de los bosques nativos, y de sus efectos económicos, sociales y sobre el medio ambiente, originados en las expansión de las actividades económicas de las áreas bajo su jurisdicción. 

BOSQUES Y MONTES ESPONTÁNEOS

Los Censos Agropecuarios Nacionales dan cuenta del avance de la gradual pero incesante destrucción de lo que la terminología censal denomina Bosques y/o Montes Naturales o espontáneos, a la que se ha hecho referencia mas arriba. El Censo Agropecuario Nacional 1988 
 registro la declaración dentro de esa categoría de 37.013.289 Has., el 20.9% del total de 177.437.397 Has. de superficie total de las Explotaciones Agro Pecuarias (EAP) con limites definidos. El Censo Nacional Agropecuario 2002 
 registro que del total de 333.533 unidades productivas (EAP) relevadas, el 89.2% de aquel total, 297.425 unidades, con una superficie total de 174.808.564 ha. cuentan con limites conocidos. Dentro de este subgrupo, 100.953 unidades productivas, o sea el  33.9% de este ultimo total, declararon que dentro de los esos establecimientos existían montes y bosques espontáneos  con una superficie total de 34.374.070 ha, es decir el 19.7% de su superficie total. 

La destrucción de los bosques y montes naturales entre ambos Censos, 1988 y 2002, resulta así de 2.639.219 ha, equivalente al 7.1%, y su participación dentro del total de superficie explotada con limites definidos se reduce en el mismo periodo intercensal del 20.9% al 19.7%.   

Respecto de las restantes 36.108 EAP relevados por el CAN 2002 como sin limites conocidos,  se ha relevado únicamente las superficies implantadas al interior de las mismas, declaradas por los responsables, cuyo total asciende a 23.911,1 Ha, de lo que resultaría un promedio de 0.66 ha implantada por EAP sin limites conocidos. 
 

EXTRACCIÓN DE PRODUCTOS FORESTALES 

La información disponible, publicada por el INDEC pero producida por la Dirección de Bosques de la SAyDS, muestra una extracción de 5.372.665 Tn de Rollizos en 1993 
, con un crecimiento sostenido hasta alcanzar  9.065.234 Tn en 2003,  
 equivalente al 67.8 % entre puntas. El segundo producto extractivo es la leña, con 1.128.096 Tn en 1993, para alcanzar a 1.108.345 Tn en 2003, con tendencia al estancamiento, y con oscilaciones relativamente menores en torno a esos tonelajes en el periodo intermedio. El tercer producto de este grupo es el carbón de leña, con 320.671 Tn en 1993 y 318.009 en 2003, como en el caso anterior, con tendencia al estancamiento, y oscilaciones menores en el interior del periodo. Los postes, y sobre todo los durmientes, muestran tonelajes muy inferiores, al igual que la categoría Otros Productos.

PRODUCCIÓN INDUSTRIAL DE ORIGEN FORESTAL.

La información disponible es del mismo origen y publicación que para la Extracción. La producción de Madera Aserrada fue de 997.000 Tn en 1993 
 y 1.790.200 Tn en 2003, 
 con un notable crecimiento entre puntas del 79.6%, con oscilaciones relativamente menores durante el periodo. La producción de Papel y Cartón fue de 850.000 Tn en 1993 y 1.212.300 Tn en 2003, con un crecimiento entre puntas del 42.6%, con tendencia creciente y oscilaciones menores durante el periodo. La Producción de Pastas celulosicas fue de 727.000 Tn en 1993 y 894.200 Tn en 2003, con un crecimiento entre puntas del 23%, con tendencia creciente hacia el final del periodo y oscilaciones anteriores. Los demás rubros muestran tonelajes muy inferiores. Los aumentos significativos en la producción industrial de los principales rubros se explican por el aumento de la producción nacional de los bosques implantados, ya que las importaciones con destino a esas industrias son significativamente decrecientes. 

RÉGIMEN Y CONFLICTOS POR LA TENENCIA DE LA TIERRA

Como ya se cito mas arriba, el Censo Agropecuario Nacional 2002 relevo la existencia de un total de 36.108 explotaciones agropecuarias sin limites definidos en todo el país, 
 equivalente al 10.8% del total relevado de 333.533. Precisamente en esos casos la indefinición de los limites deriva de la carencia de títulos de propiedad. Se relevaron 10.119 unidades en esa situación el Santiago del Estero,  4.922 en Jujuy, 4.722 en Salta, 3.370 en Neuquén, 2.444 en Catamarca, 2.327 en Mendoza, 2.264 en La Rioja, y 1.204 en el Chaco, y cantidades mucho menores en general en las demás provincias. Refleja claramente la mayor concentración en el Noroeste del país; en algunas de las provincias de esa región el problema es en parte histórico, como que arranca de las mercedes reales de la Colonia, en las cuales nunca se hicieron las transferencias de dominio en legal forma, durante al menos dos siglos ya....

Otro aspecto de interés para este trabajo se refiere al régimen de tenencia de la tierra en las EAP sin limites conocidos. EL CAN 2002 informo la existencia de 15.874 EAP con “ocupaciones de hecho”, el 44% del total, y 2.902 EAP a cargo de “derechosos”. 
  Dentro de este ultimo concepto se incluye a los comuneros, que utilizan tierras en común, para pastoreo, por ejemplo, y que se considera que tienen “algún derecho” sobre las mismas; esta grupo esta concentrado básicamente en Catamarca, La Rioja, Santiago del Estero, y Salta, en ese orden.

Otra faceta del avance hasta ahora incontrolable de la deforestación y del desplazamiento de la frontera agrícola, se manifiesta en los conflictos originados por la aparición súbita de aparentemente nuevos propietarios legales de tierras que han estado en posesión y ocupación consuetudinaria por parte de comunidades de origen indígena o no; como ejemplos de este ultimo tipo, los pobladores residuales de pueblitos y villorrios de antiguos trabajadores de los quebrachales cuya explotación ceso hace ya muchas décadas. Mientras una importante porción emigro, ellos permanecieron allí, sobreviviendo con la producción y venta de carbón de leña, productos de la caza, etc.

EL CENSO NACIONAL DE POBLACIÓN 2001 Y LA ENCUESTA COMPLEMENTARIA DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

El CNPV 2001 
 relevo una población  total del país de 36.260.130 habitantes, de los cuales 32.431.950, el 89.4% integraban la población urbana, definida como la que habita en localidades de 2.000 habitantes o mas. El saldo, 3.828.180, el 10.6%, constituye la población rural, la que a su vez se clasifica en población agrupada, la que habita en localidades de menos de 2.000 habitantes, con 1.223.522 habitantes, el 3.4% del total, y la “dispersa” un sorprendente total de 2.604.647, igual al 7,2% de la población total, que habita “a campo abierto” en decir en las explotaciones o en áreas no sujetas a explotación.

Por su parte, el CAN 2002 relevo que en el total de las EAP habitaban un total de 1.233.589 habitantes,  equivalente al  3.4% de la población total del país relevada por el censo de población del año anterior 
 La comparación de cifras lleva a preguntarse donde habitan los 1.371.000 habitantes clasificados también como “dispersos” en el CNPV, 
 pero que no aparecen habitando en las EAP en el CAN del año siguiente. Intentar dilucidar esas cuestiones, seguramente metodologicas, excede en los propósitos de este trabajo.

Resulta si del mayor interés destacar que a su vez, el CAN 2002 relevo que en las 103.953 unidades productivas con bosques o montes espontáneos en su interior, habitaban 435.801 personas. 

Siguiendo ese mismo hilo del análisis, no puede eludirse el considerar la relación y el posible rol de las comunidades indígenas en la explotación y la conservación del bosque nativo argentino. La situación y el encuadre de las comunidades indígenas subsistentes en los bosques y montes nativos constituye un aspecto importante a considerar en toda política orientada hacia el  manejo sustentable de esos bosques. En principio dentro de las dos ultimas clasificaciones de tenencia de la tierra recién citados: 15.874 EAP con “ocupaciones de hecho”, el 44% del total sin limites conocidos, y 2.902 EAP a cargo de “derechosos”, podrían caber los asentamientos históricos indígenas, aunque podrían existir también casos de “Ocupación con permiso” en tierras fiscales.

Como consecuencia de las disposiciones de la reforma constitucional de 1994 se produjeron avances muy significativos en la consideración constitucional de los pueblos indígenas como sujetos de derecho. Desde entonces el nuevo Artículo 75, inciso 17, establece: “Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable,,transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones.”

En una de las escasas disposiciones adoptadas, tendientes a efectivizar los dispuesto por la Constitución, en 1998 el Congreso de la Nación Argentina sancionó la Ley 24.956 de Censo Aborigen, la que dispone que a partir del  próximo Censo Nacional de Población y Vivienda se deberá incluir en el mismo el relevamiento de los aspectos correspondientes a la población de origen indígena a partir del autoreconocimiento, en los siguientes términos:  “Artículo 1°- Se incorporará al Censo Nacional de Población y Viviendas del año 2000 la temática de auto identificación de identidad y pertenencia a comunidades aborígenes, mediante la ampliación de los módulos previstos en el mismo.” El INDEC en cumplimiento de ese mandato legal incluyo en el Censo Nacional de Población y Vivienda 2001 una pregunta para hacer posible la identificación de los hogares donde al menos un integrante del mismo se auto reconociera como descendiente y/o perteneciente a un pueblo indígena. 

Posteriormente el INDEC realizo una serie de consultas con el nuevo organismo creado por la misma ley 24.956, el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) y con representantes de las comunidades indígenas, como resultado de lo cual diseño una Encuesta Complementaria de Pueblos Indígenas (ECPI) que llevo a cabo en 2004-5 en una muestra altamente representativa, que incluyo a 57.000 hogares de los identificados durante el Censo 2001, distribuidos por todo el país, los que fueron revisitados. 
 El procesamiento y análisis de toda la información recogida no ha sido completado aun, pero de la información publicada por el INDEC resulta la identificación de un total de 465.784 pobladores, que se reconocen pertenecientes y/o descendientes en primera generación, de 29 pueblos indígenas diferentes.
 Entre ellos, los mas numerosos son los pueblos: Mapuche: 113.680 (localizados principalmente en la Patagonia, La Pampa, Buenos Aires rural), Kolla: 70.505 (Jujuy y Salta), Toba: 69.452 (Chaco, Formosa y Santa Fe), Wichi: 40.036 (Chaco, Formosa y Salta), Diaguita/Diaguita Calchaquí: 31.753  (en el NO y Centro del país) Como consecuencia de las migraciones, todos los pueblos indígenas tienen una parte relativamente significativa de su población asentada en la Capital Federal y los 24 partidos del Gran Buenos Aires      
La información publicada por el INDEC clasifica como población urbana al 67.3% del total mencionado, es decir 313.444 pobladores. El saldo, 152.340 correspondería a pobladores rurales. Llama la atención que la misma fuente indica que 177.627.pobladores habitan en comunidades. Dado que ese numero excede al total de pobladores rurales, eso indica que una parte de dichas comunidades son actualmente urbanas. Es necesario recordar aquí que la población urbana para el INDEC es la que habita en localidades de 2.000 o mas habitantes, mientras el resto se clasifica como rural: tanto los que habitan en localidades de menos de 2.000 habitantes, como en el campo, el monte o el bosque.
EL NUEVO DESPLAZAMIENTO DE LA FRONTERA AGRÍCOLA Y LA DESTRUCCIÓN DEL BOSQUE NATIVO: LA “FIEBRE DE LA SOJA”

En la década de 1990 tuvo comienzo una segunda revolución agrícola en el país, con la introducción de semillas producidas con tecnologías genéticas, y el cambio en las tecnologías de producción, tales como el uso generalizado de fertilizantes y pesticidas, la siembra directa, las rotaciones y dobles cosechas, etc., como respuesta a la gran demanda internacional. Como consecuencia, la producción agrícola prácticamente se duplico en esa década, llegando a superar holgadamente los 70 millones de toneladas. En gran medida el aumento de la producción se logro mediante al aumento de los rendimientos de la tierra ya bajo cultivo agrícola, pero como no podría haber sido de otra manera, se genero también una gran presión hacia la incorporación a esas producciones de tierras no afectadas anteriormente a las mismas. 

Así, al ir avanzando la década de 1990, al proceso histórico de destrucción del bosque nativo se ha sumado la “fiebre de la soja”, que a favor de la amplia disponibilidad de tecnologías modernas de alto rendimiento, y de altos precios y buen acceso a los mercados internacionales, empuja sin cesar el desplazamiento de las fronteras agrícolas del país, a costa de una desordenada y brutal destrucción de los bosques nativos, sobre todo del noreste y noroeste del país. Por ejemplo, según información de la SAyDS reproducida por los medios, entre 1998 y 2002 el área cultivada en la provincia de Santiago del Estero se incremento en 379.000 ha, mientras que en el mismo periodo se desforestaron 306.000 ha, equivalente al 80.7% del anterior. Ese índice de deforestación quintuplicaría la media mundial. En el mismo periodo en Salta se desforestaron 194.300 ha y en el Chaco 117.900, siendo las tres provincias citadas aquellas donde el fenómeno adquiere mayor amplitud. 

El total deforestado en esas tres provincias en ese periodo sería de 618.200 ha con un promedio anual de 154.550 ha. Se estima que en todo el país se esta deforestando a un ritmo promedio de 250.000 ha. 

Ese proceso continua a pleno hasta el momento, cuando se espera que el total de la cosecha agrícola 2006-7 llegue a los 94 millones de toneladas. Esta gran y rápida destrucción resulta, por otra parte, irracional desde el punto de vista económico y social, por sus efectos esperables en el mediano y largo plazo, ya que los análisis técnicos sostienen que la elevada extracción de nutrientes que implica el cultivo de la soja rendiría esos suelos infértiles en pocos años, al mismo tiempo que, habiéndose destruido el bosque nativo, y con ello el equilibrio ecológico ancestral, los suelos quedaran desprotegidos frente a la erosión hídrica, y la alteración del proceso de absorción y evaporación hídrica, agravada por la destrucción de las barreras naturales, mas los cambios climáticos esperables, derivaran en inundaciones en las propias zonas y en otras, aun muy alejadas de los orígenes de los flujos hídricos, como sucedió en la ciudad de Santa Fe pocos años atrás, con los consiguientes daños en zonas tanto rurales como urbanas. 

EL PLAN FORESTAL ARGENTINO Y EL PROYECTO BOSQUES NATIVOS Y AREAS PROTEGIDAS

En 1991 la Dirección de Recursos Forestales de la Secretaria de Agricultura y Ganadería de la Nación (SAGPyAN) había diseñado el Plan Forestal Argentino. Posteriormente, al disolverse el IFONA ese mismo año, en cumplimiento de lo indicado mas arriba, dicha Dirección fue transferida a la actual Secretaria de Ambiente y Desarrollo Sustentable (SAyDS) con la denominación actual de Dirección Nacional de Recursos Naturales y Conservación de la Biodiversidad. Así, mientras crecía la producción agrícola, se desplazaba la frontera agrícola hacia el norte del país y se avanzaba con el desmonte descontrolado, los mismos técnicos que habían diseñado dicho Plan, inspiraron el Proyecto Bosques Nativos y Areas Protegidas. Su preparación fue llevada a cabo con un subsidio del Japón.

En marzo de 1997 por Decreto PEN 297 se aprobó el Convenio de Préstamo del BIRF 4085-AR (Banco Mundial). para llevar a cabo el Proyecto Bosques Nativos y Areas Protegidas, cuya ejecución comenzó ese mismo año con un plazo que vencía en junio de 2005. Para entonces las áreas protegidas bajo control de la APN estaban en jurisdicción de la Secretaria de Turismo del Gobierno Nacional, por lo cual fue necesario subdividir el Convenio a efectos de su ejecución, y así lo correspondiente a las áreas protegidas fue ejecutado por la APN. 

EL PRIMER INVENTARIO NACIONAL Y EL ATLAS DE BOSQUES NATIVOS 

La SAyDS, por medio de la Unidad Ejecutora del Proyecto de Bosques Nativos fue avanzando y concretando objetivos de la mayor importancia practica como bases para el impulso a las políticas correspondientes al área de su responsabilidad. En 1997 y 1998, es decir 83 años después de le estimación fundacional de 1914, y 50 años después de la sanción de la ley de 1948, se efectuó finalmente el relevamiento integral de los bosques nativos subsistentes mediante la interpretación por un consorcio argentino-canadiense de las imágenes satelitales proporcionadas por el Landsat 5 por convenio con la Comisión Nacional de Actividades Espaciales; también se utilizaron algunos mapas provinciales, y recorridos aéreos y terrestres. Y se creo la Unidad de Monitoreo y Evaluación Forestal (UMSEF) en la Dirección de Bosques de la SAyDS, para el seguimiento de la evolución de los bosques nativos.

A partir de la interpretación de las imágenes se clasifico como Bosques Nativos a una superficie total de 33.190.442 Has. integrada por 31.126.504 ha de Tierras Forestales, definidas según las metodologías internacionales como superficies boscosas de mas de 10 ha. con cubiertas de copa de árboles mayor al 20%, y con altura mínima de 7 metros en su madurez; y por 2.063.983 ha de Bosques Rurales, constituidos por remanentes de Tierras Forestales que no cumplen las condiciones antes indicadas, localizados en paisajes agrícolas, y menores a 1.000 ha. Se clasifico como Otras Tierras Forestales, a un total de 60.895.894 has, donde las copas de los árboles capaces de alcanzar un mínimo de 7 m en su madurez cubren entre el 5 y el 20% de la superficie o tierras cubiertas por copas en mas del 20% pero de árboles enanos o achicados que no alcanzan los 7 metros de altura, o donde los arbustos cubren mas del 20%. 

Los resultados de la interpretación y el análisis del Primer Inventario Nacional de Bosques Nativos  llevado a cabo en el marco del Proyecto mencionado, hicieron posible contar por primera vez con una información invalorable, resultante del empleo de la tecnología mas moderna disponible, sobre la existencia, localización y clasificación de los bosques nativos en el territorio nacional, fueron publicados en 2004 en el Atlas de los Bosques Nativos Argentinos que actualiza una publicación similar de los años 1950. Asimismo, hizo posible evaluar el marcado proceso histórico de destrucción y degradación progresiva de los bosques nativos, por comparación con los datos históricos disponibles: de los 106 millones de has. estimados 90 años atrás, quedaban en pie solamente 33 millones de has. con cubiertas de copa de árboles mayor al 20%, con altura mínima de 7 m en su madurez!.

En este punto resulta imprescindible aclarar que la proximidad entre el numero de hectáreas de bosques nativos relevados en el Inventario, y los declarados en el CAN no debe conducir a una conclusión equivocada, ya que por un lado en el relevamiento para el Inventario se utilizo una metodología de clasificación estricta e internacional, mientras que en CAN se trata de declaraciones de estimaciones de los declarantes no sujetas a ninguna metodología estricta, y por otro, un relevamiento por satélites incluye necesariamente masas boscosas situadas fuera las áreas en explotación, por lo cual quedan de hecho a su vez, fuera del alcance del CAN, que solo incluye “explotaciones” En todo caso, no constituye un dato menor para los propósitos de este trabajo, el que un tercio de las explotaciones agropecuarias declare que en total el 19.7% de su superficie esta cubierta por montes y bosque espontáneos según la terminología censal. 

 Claro esta, a su vez, que esos bosques y montes espontáneos, existentes en el interior de explotaciones agropecuarias de mayor extensión, posiblemente en su mayoría ganaderas, son las que acaso estén en mayor peligro de desmonte, dependiendo de sus localizaciones y condiciones agrícolas, sobre todo por la tendencia a pasar de explotaciones ganaderas a agrícolas debido a su mayor rentabilidad.

UNA POLITICA DE MANEJO SUSTENTABLE Y CONSERVACIÓN DE LOS BOSQUES NATIVOS

La comprobación objetiva de la destrucción histórica de los bosques nativos mas la nueva ola de desmontes originados en la fiebre de la soja, y la clara apreciación de sus consecuencias, no hacen sino acrecentar la necesidad y la urgencia de las acciones estatales y sociales enderezadas a controlar y reencauzar el proceso, como ya se señaló mas arriba. Deberían constituir motivación mas que suficiente para que el estado nacional, desde una posición proactiva, emprendiera junto con los estados provinciales y los demás actores institucionales, económicos y sociales, acciones orientadas a controlar y reencauzar ese proceso en procura de alcanzar la sustentabilidad de los bosques nativos del país, contribuyendo así significativamente a preservar el medio ambiente al tiempo que se mejora el nivel de ingresos y de vida de los grupos sociales que dependen del bosque nativo. Es allí donde debe centrarse el esfuerzo, y los planes, de mediano y largo plazo, para su conservación y uso sustentable, procurando para ello identificar, diseñar, probar e implementar enfoques y programas, proyectos, y acciones realistas y viables, y todo ello, con un enfoque integral, e integrador, no solo en el plano científico y técnico, sino tambien en lo económico, social e institucional, de modo que apunten y aseguren la viabilidad de las acciones y planes a llevar a la practica.

Se considera, con el apoyo de la experiencia internacional, que la protección de los recursos naturales, y mucho menos aun, la recuperación de los renovables cuando ello resulte técnicamente factible, no pueden alcanzarse solamente con el establecimiento del marco legal adecuado y necesario, y mediante la acción regulatoria y del poder policía por parte del estado en sus diferentes niveles y jurisdicciones. Si, como es previsible, los programas estatales de protección y conservación implican en principio y en el corto, y aun en el mediano plazo, descensos de los niveles habituales de ingresos para los pobladores que explotan aun primitivamente los bosques nativos como parte esencial de su base de subsistencia, la resistencia de los mismos, comprensible en términos microsociales, y la dificultad del control en territorios bastos y dispersos, hace mas que difícil controlar efectivamente y revertir los procesos históricos de destrucción y mal manejo. Y si por otro lado se verifica la existencia de grandes incentivos económicos contrarios a la conservación sustentable para las explotaciones medias y grandes como sucede actualmente con el cultivo de la soja, aunque técnicamente debiera parecer, y ser, mas fácil su control, la presión de los grandes intereses en juego, de origen tanto nacional como extranjero, torna mas que difícil el proceso de regulación y control. 

Por lo tanto, por un lado o por el otro, un programa integrado requerirá, además de la regulación y su control técnico y legal, tanto de incentivos fiscales y económicos que induzcan al manejo sustentable, como de subsidios para sostener los niveles de ingreso de los pobladores y comunidades tradicionales durante la transicion, y mecanismos de financiamiento adecuados para poder concretar las inversiones necesarias.Y un aparato institucional y operativo del estado en sus varios niveles y sectores involucrados que haga viable la implementación y el control de programas, proyectos y acciones, de modo racional, eficaz y eficiente, evitando tanto el empleo de recursos públicos sin resultados sociales y económicos que lo justifiquen, como el desarrollo de nuevos esquemas clientelistas o la consolidación de otros ya existentes.

Sin pretender agotar el tema, en sus múltiples facetas, en este trabajo, se considera que avanzar en esa dirección requiere actuar en varios frentes, simultanea o secuencialmente, según los casos: 

· identificar, diseñar y comprobar en la experimentación a nivel micro, de unidades productivas piloto, esquemas de manejo sustentable de los bosques nativos correspondientes a tamaños de explotación razonables, y las especies y características de cada región forestal del país 

· identificar, diseñar e implementar esquemas de replicación de los modelos de manejo sustentable comprobados

· identificar, desarrollar, implementar y operar sistemas de incentivos y de apoyo económico y técnico para los pobladores/productores de los bosques nativos, de bajos ingresos, que lo requieran para hacer viable la reconversión de sus modelos de explotación 

· proyectar y lograr la presentación por el Poder Ejecutivo al Congreso Nacional de una ley de bosques nativos, que establezca normas regulatorias federales, y objetivos nacionales y proporcione las bases legales para la implementación a corto, mediano y largo plazo, incluido el financiamiento, de las políticas, programas y proyectos necesarios para alcanzar los objetivos fijados.

· Preparar y efectuar la presentación de una solicitud de financiamiento nacional o internacional de un estudio de preinversión que incluya un estudio de mercado nacional e internacional de los productos del bosque nativo, procesados o no, y el análisis de la cadena de producción, procesamiento, industrialización, comercialización y financiamiento, demostrando la viabilidad técnica y la rentabilidad social y económica de un programa de promoción integral de la producción sustentable de los bosques nativos.

· avanzar urgentemente hacia la obtención y centralización de la mayor cantidad de información de base, de origen censal y de otros, necesaria para efectuar los estudios de base para los diseños y presentaciones mencionados, y para el control de la ejecución y de los efectos de los respectivos programas y proyectos.

En las secciones siguientes se hará referencia a esos y otros principales componentes de un programa integrado, en la medida mas o menos extensa o sintética permitida por los avances ya verificados o en vías de serlo,  y por los elementos de juicio disponibles.

LAS BASES DE INFORMACIÓN Y DATOS NECESARIOS

Como se indico poco mas arriba, para intentar llevar adelante con perspectivas de éxito los estudios, proyectos y actividades de promoción y apoyo planteadas, es necesario contar con la mas amplia base posible de datos, y avanzar hacia su entrecruzamiento, el análisis de las inconsistencias aparentes o reales, etc. Encarar de manera pragmática y realista ambos enfoques requiere, en primer termino, identificar y caracterizar el universo de unidades productivas que podrían asumir iniciativas tales como la replicación de los resultados de los PIARFON, o constituir el objeto de la difusión y la extensión de los mismos. Ese mismo universo es el que constituye básicamente el objeto de la regulación, de la promoción y del apoyo estatal y del ejercicio consecuente del poder de policía del estado, en este sector.

Tomando las expresiones con amplitud, y con alguna licencia, un planteo integral y ambicioso llevaría a procurar complementar el Inventario de los recursos naturales bajo estudio, los Bosques Nativos, con el “Inventario” de los “recursos humanos, sociales e institucionales” directamente involucrados y afectados por su conservación y su manejo sustentable o no, como así también indirectamente, pero de todos modos estrechamente ligados: las unidades económicas dedicadas al procesamiento y la industrialización, comercialización, transporte, etc., de los productos y subproductos de los bosques nativos, los propietarios y trabajadores de las mismas, los pobladores de los núcleos urbanos que son asiento de la mayor parte de aquellas unidades y que constituyen también centros de servicios de las áreas correspondientes, por lo cual sus niveles generales de actividad, ingresos, etc., están en mayor o menor medida correlacionados con los correspondientes a la producción del bosque nativo. En definitiva, este es el enfoque central y el principal propósito ultimo de este trabajo. Finalizado el convenio con el BIRF queda por ver hasta donde seria viable obtener los recursos presupuestarios o no para que fuera posible avanzar en la dirección propuesta.

En el sentido y con los propósitos indicados, surge una cuestión practica de la mayor importancia. En general, la mayor parte de la información disponible no es presentada a nivel de departamentos o partidos, según la denominación adoptada por las diferentes provincias, cuando las provincias como unidades no coinciden en general con ninguna región forestal, por lo cual no constituyen unidades de análisis validas.

Consecuentemente, como primer paso básico para la recopilación y análisis de la información relevante y necesaria para los propósitos de este trabajo se logro con el apoyo de la Unidad de seguimiento de la Dirección de Bosques, preparar el listado de los Departamentos y partidos que integran las regiones forestales según lo detectado por el Inventario, es decir aquellos departamentos o partidos en cuya superficie total o parcial se ha verificado la existencia de masas arbóreas clasificadas según la metodología internacional ya mencionada mas arriba, estableciendo asimismo la pertenencia de esas masas boscosas a una o mas de las regiones forestales del país, definidas a partir de sus características físicas, de suelo, climáticas, etc., las que originan la presencia, dominante o al menos preponderante de ciertas especies arbóreas en cada una de ellas. Las seis regiones forestales argentinas identificadas desde hace mucho tiempo atrás, son: Espinal, Monte, Parque Chaqueño, Selva Tucumano Boliviana, Bosques Andino-Patagónicos, Selva Misionera. La identificación de los Departamentos fue efectuada por superposición de mapas con las divisiones políticas hasta el nivel municipal, a las imágenes satelitales del Inventario. Estas ultimas permitieron identificar con precisión, según los parámetros establecidos en la metodología internacional,  la existencia de Tierras Forestales en 31.126.504 Ha,  y de Bosques Rurales en 2.063.983 Ha, con lo cual la superficie total de Bosques Nativos resulta ser de 33.190.442 Ha. Además, se identificaron Otros Paisajes Forestales, en diferentes grados de degradación, en 60.895.884 ha, con lo cual la superficie total objeto de estudio debería llegar a esas 94.085.884 Ha. 

Esta superficie total corresponde total o parcialmente  según los casos, a un total de 368 Departamentos o Partidos de todas las provincias del país 
 Siendo esas las unidades de información censal y estadística básicas, esos 368 departamentos o partidos constituirían el objetivo de la base de datos e informaciones a reunir a ese nivel de desagregación, y de posterior análisis y utilización. Es decir que en principio, ese seria el universo al que corresponderían los datos que se estiman necesarios. Cabe consignar sin embargo algunas situaciones particulares: partes del territorio de 81 de esos 368 departamentos corresponden a dos regiones forestales diferentes, y partes de otros 3 departamentos, a tres regiones diferentes, por lo cual, sobre las bases que resulten necesarias y disponibles, habría que estimar posteriormente las desagregaciones de los datos de esos 84 departamentos correspondientes a cada región, un desafío metodológico y una tarea no menores. A continuación se hacen algunas consideraciones especificas sobre los datos que seria necesario reunir, y sobre sus fuentes posibles, teniendo en cuenta lo antes indicado.

EL CENSO AGROPECUARIO NACIONAL (CAN) 2002

EL CAN 2002 se llevo a cabo catorce años después del anterior de 1988, sin haberse respetado el intervalo de diez años que establece la ley y la convenciones técnicas e internacionales. Como se indico mas arriba, en el mismo se relevaron los datos correspondientes a 333.533 explotaciones agropecuarias en todo el país; de ellas 297.425 unidades cuentan con limites definidos, con una superficie total de 174.808.564 has; ttambién se recogieron los correspondientes a 36.108 explotaciones agropecuarias sin limites definidos, de las que no se publica la superficie total, pero si las superficies implantadas. Los resultados preliminares estuvieron disponibles a comienzos de 2004, relativamente desagregados por provincias, partidos o  departamentos, y por zonas productivas.

En busca de datos útiles para el enfoque y el propósito mencionados mas arriba, se estudio la publicación del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) denominada “Manual del Censista” preparada específicamente para el CAN 2002. A efectos de la recolección de datos para el CAN, el INDEC estableció Cuestionarios Censales Regionales, específicos para cada una de las siguientes regiones, para atender a aspectos  particulares de cada una de ellas: Pampeana: provincias de Buenos Aires, La Pampa, Córdoba, San Luis, Entre Ríos, Santa Fe; Cuyo: Mendoza y San Juan; NOA: Catamarca, La Rioja, Jujuy, Salta, Santiago del Estero, Tucumán; NEA: Chaco, Corrientes, Formosa, Misiones; Patagonia: Chubut, Neuquén, Río Negro, Santa Cruz, Tierra del Fuego. Todos ellos incluyen en el Capitulo IV Uso de la Tierra, el Cuadro 14 Bosques y Montes espontáneos, donde se indica la superficie en ha. que ellos ocupaban dentro de cada unidad censada, según lo declarado por los responsables.

Con la colaboración de autoridades del INDEC y profesionales de las áreas correspondientes del mismo, fue posible obtener mediante un procesamiento especial algunos datos que cabe considerar del mayor interés para los propósitos de este trabajo. Del total ya mencionado mas arriba de 333.533 explotaciones agropecuarias (EAP) censadas en todo el país, 100.953 EAP con limites definidos, es decir el 28,4% del total del total de unidades, con superficie total de 69.939.006 ha. equivalente al 40.0% del la superficie total general, declararon que existían en el interior de sus unidades Bosques y Montes espontáneos con una superficie total de 34.374.070 ha, es decir el 49.1% del total del subgrupo. De lo anterior resulta un promedio de 340,5 ha de bosques y montes por unidad que declara incluir bosques y montes espontáneos, otro indicador significativo. Según lo declarado, en esas mismas 101.953 unidades residen 435.801 personas, es decir un promedio de 4,3 personas por unidad. Dado que como surge de los datos anteriores, aparecería que en general las explotaciones fueran de carácter mixto, no puede vincularse directamente a toda esa población con el posible aprovechamiento activo de los bosques y montes existentes en las explotaciones en las que residen. No por eso deja de constituir un indicador económica y socialmente muy significativo, el que resultaría aun mayor de contarse con el total de socios, trabajadores permanentes y temporarios, contratistas, etc., que trabajan en las mismas unidades sin residir en ellas.

El numero de explotaciones que incluye bosques y montes espontáneos, y la superficie total de los mismos, sugiere un comentario en el mismo sentido, ya que excluye a las unidades consideradas censalmente como “sin limites definidos” por diversas razones. Este ultimo agrupamiento censal incluye a explotaciones que tienen lugar sin títulos de propiedad en los Parques y Reservas Nacionales, en otras Tierras Fiscales, en Comunidades Indígenas, en régimen de comuneros, y en tierras privadas ocupadas. Todo ello incrementa en 36.108 el total de unidades, y en 23.911 ha la superficie implantada, lo que arroja un promedio de 0.66 ha por unidad. Sin embargo, el numero de residentes, del que no se dispone, podría ser importante, sobre todo en algunas regiones o provincias, pero en principio no parecería que los incrementos pudieran tener una significación mayor respecto de los totales nacionales ya mencionados.

Otra cuestión que resulta necesario destacar es que según la información recogida el INDEC no considera objeto de explotación económica organizada a unos 100 millones de hectáreas (laderas de cerros, etc.) razón por la cual a priori no son incluidas en la planificación y recolección de datos para los Censos Agropecuarios Nacionales. Ese explica la aparente falta de correlación entre las superficies, por una parte, declaradas como cubiertas por montes y bosques espontáneos en el CAN 2002, sobre la base de las apreciaciones personales de quienes respondieron la encuesta censal, tanto sobre lo que constituye un Bosque o Monte espontáneo, como sobre las superficies atribuibles, y las superficies de bosques nativos resultantes del Inventario, basado en el relevamiento satelital, a cuya interpretación se aplican, además, las clasificaciones internacionales adoptadas en el Inventario, basadas en la altura de los árboles a su madurez, el porcentaje de cobertura, etc. Cabe remarcar sin embargo, teniendo en cuenta las superficies totales declaradas, que no parecería en principio muy posible que se hubieran declarado superficies de bosques y montes menores que las reales. 

No estando en condiciones de profundizar en ese tipo de análisis, cabe indicar aquí que para los propósitos de este trabajo, antes mencionados, y para usos operativos, tales como el planeamiento y la programación de difusión, extensión, subsidios, exenciones impositivas, etc., en principio los datos censales serian relevantes, en cuanto reflejarían unidades y actores potencialmente identificables. Sin embargo de ello, como ya se indico, habría que adicionar, en lo posible, los datos correspondiente a las unidades censalmente consideradas sin limites definidos. 

CONTINUACIÓN DE LA EXTRACCIÓN DE DATOS CENSALES DEL CAN 2002

Para procurar alcanzar en la mayor precision posible los objetivos de este trabajo, se considera necesario avanzar gradualmente con la colaboración del INDEC en extraer alguna información adicional del CAN que podría ser de interés. Por una parte, debería procurarse extraer algunos datos relevantes para el análisis de la explotación de los bosques nativos, tales como: superficies implantadas y viveros de Aromáticas, medicinales y condimentarias; superficies ramoneadas en bosques y montes; producciones de postes, rodrigones y rollizos; aserraderos de madera; y de leña; picadas cortafuegos; motosierras; personal externo que trabaja en las unidades con montes; contratación directa, indirecta y de servicios de maquinaria para desmonte; integración de las actividades extractivas con empresas madereras y de transporte; identificación del Tipo de actividad principal: BM (Bosques y Montes), MF (Mixto Forestal).

Por otra parte seria necesario avanzar en la desagregación de la información disponible a partir del CAN hasta llegar, idealmente, al nivel de departamentos, como mínimo para aquellos departamentos en los que según el Inventario están localizados los Bosques Nativos en las dos principales clasificaciones adoptadas: Tierras Forestales y Bosques Rurales, ya que en principio, esas áreas serian las destinatarias de las políticas, programas y acciones relacionadas con el manejo sustentable. Una vez desagregados los datos a niveles de departamentos, y en zonas los casos en que un mismo departamento forma parte de dos o de tres regiones forestales, seria posible agregarlos a nivel de regiones, especies, etc.

ENCUESTA COMPLEMENTARIA DE POBLACIÓN INDÍGENA (ECPI)

El INDEC estaría en proceso de completar el procesamiento de la Encuesta Complementaria del Censo de Población y Vivienda 2001, específicamente orientada a la población indígena, con la participación de censistas de las propias comunidades indígenas.

Del mismo debería resultar información de interés para este trabajo, especialmente respecto de las comunidades asentadas en los Bosques Nativos; actualmente se dispone unicamente de una información preliminar publicada por el INDEC, donde indica los porcentajes de cada pueblo indígena que vive en comunidades, pero sin ninguna referencia a su localizacion, ni a las actividades productivas que desarrollan. 

Se desconoce de momento cuando ese procesamiento podría estar finalizado, y pudiera entonces disponerse de datos a nivel de departamentos, e idealmente, si fuera posible, de comunidades. 

CENSO ECONOMICO E INDUSTRIAL 2004-5 (CNE)

Igualmente, el INDEC llevo adelante el Censo Económico e Industrial 2005-6, del que se dispone solamente de algunos resultados provisionales, mientras continua el procesamiento de los datos recogidos.

La información publicada por INDEC indica que entre un listado total nacional de 1.426.484 locales que incluye a todos los sectores, son los 109 locales correspondientes al sector Silvicultura, Extracción de Madera y Servicios conexos, de los cuales 13 iniciaron sus actividades después del 31/12/04, y 1 esta todavía en proceso de clasificación. 
 

Los resultados completos y detallados de ese censo deberían proporcionar datos del mayor interés en relación a las actividades de procesamiento, industrialización y comercialización de productos y subproductos del Bosque Nativo, que tienen lugar fuera de las EAP, razón por la cual el CAN no las recoge.

Estos datos son de gran importancia para analizar la viabilidad de las mayores producciones del Bosque Nativo, su industrialización y comercialización, como así también respecto del impacto económico y social sobre las áreas urbanas y rurales que lo recibirían.

A su vez, esos mismos datos constituyen la base para la actualización de las estimaciones del Producto y del Ingreso. Según lo informado por el INDEC, a partir del segundo semestre de 2005 comenzó la segunda etapa del CNE, que consiste en una serie de encuestas por muestreo para relevar información sobre los insumos y productos de los distintos sectores económicos. Sus resultados permitirán elaborar una nueva Matriz de Insumo - Producto. 

CRUCES DE DATOS CON LOS CENSOS DE POBLACIÓN Y VIVIENDA 2001 Y ENCUESTA COMPLEMENTARIA DE PUEBLOS INDIGENAS, AGROPECUARIO NACIONAL 2002 Y ECONOMICO E INDUSTRIAL NACIONAL 2004-5 Y COMPLEMENTARIOS

Una vez que se cuente con información desagregada a nivel de los departamentos seleccionados según lo indicado mas arriba, seria posible cruzar los datos correspondientes a los Censos, siendo de especial interés lo relacionado con la población urbana y rural de los esos departamentos sus niveles de educación, ingreso, etc., y las localizaciones y demas datos correspondientes a los establecimientos de producción y servicios vinculados a las producciones actuales y posibles de los bosques nativos, ya que será a ese nivel donde se verificaría el impacto de los esquemas de manejo sustentable y de los programas de incentivos y/o subsidios que los apoyarian. 

ESTIMACIONES DEL PRODUCTO E INGRESO 

Según un trabajo de la AFIP, en 1998, ultimo año de “normalidad económica en el país antes de la gran crisis 2001-2, correspondió a la Gran División “Agricultura, Ganadería, Caza y Silvicultura” el 5.1% del PBI. a precios corrientes; esa participación en el PBI correspondería al total de las actividades generadas en la superficie total censada correspondiente. Ahora bien, de ese 5.1% del PBI, solamente en 1%, es decir el 0.051% del PBI, corresponde a Silvicultura y extracción de madera, incluyendo a los bosques implantados. Esos indicadores son mas que suficientes como para reflejar la situación de la producción y la del ingreso relacionados con los bosques nativos. 

Por las mismas razones recién mencionadas, una vez completado el procesamiento de los datos básicos censales y de otros orígenes, correspondientes de los departamentos seleccionados se podría procurar obtener información sobre las estimaciones actualmente disponibles del producto y del ingreso, desagregado a ese nivel, lo cual en muchos casos requeriría esos datos básicos para ser utilizados con base de las desagregaciones a nivel de departamentos, y con mas razón aun, dentro de los departamentos que integran mas de una región forestal. .

A su vez, esa misma información  podría también cruzarse con la de los Censos de Población y CAN 

HACIA UN MODELO SUSTENTABLE: MANEJO E INGRESOS - LOS PIARFON 

El Proyecto Bosques Nativos puso en marcha un programa de la mayor importancia practica, integrado por los Proyectos de Investigación Aplicada a los Recursos Forestales Nativos (PIARFON), para avanzar hacia el diseño, desarrollo, y evaluación de modelos de manejo sustentable de diversas especies del bosque nativo, que haga posible maximizar cuantitativa y cualitativamente la producción, y con ello el ingreso posible de los productores, dentro del marco de la sustentabilidad, incluyendo en los modelos de manejo, cuando resultara viable, a otros cultivos u otras actividades complementarias, que devinieran necesarias para complementar y completar tanto el uso racional de los recursos disponibles, cuanto el esquema de ingresos de los pobladores y productores. 

En función de lo sostenido mas arriba, identificar, desarrollar y comprobar en todos sus aspectos ese tipo de modelos de manejo sustentable se constituye en la piedra angular de toda política y de todo plan que tenga por objetivo promover e instalar el manejo sustentable colectivo de los bosques nativos, y a su tiempo, en caso necesario, controlar los resultados del otorgamiento de apoyos y subsidios..

En el marco de ese programa apoyado por el Banco Mundial, se ha concretado el diseño, la adjudicación a universidades y otras instituciones nacionales, y la puesta en marcha de los PIARFON en varias de las regiones forestales del país mas importantes en cuanto a los bosques nativos, con la colaboración y la participación en los mismos de productores grandes, medianos y pequeños, lo que hará posible comprobar experimentalmente en condiciones productivas reales, y ajustar según pudiera resultar necesario, los modelos de manejo sustentable diseñados tomando como base cada una de las especies, o combinaciones de ellas, típicas de cada región forestal, como así también las actividades forestales, agrícolas, ganaderas, apícolas, etc., complementarias, que fueran consuetudinarias o resultaran necesarias en términos de lograr, como mínimo, que una vez alcanzado el régimen normal de aplicación y de resultados del nuevo modelo sustentable, los niveles de ingresos de los productores resulten no inferiores a los correspondientes a la situación previa, y deseablemente, de ser posible, mayores.

El periodo necesario para completar el desarrollo y para la evaluación definitiva de los resultados de los modelos de manejo sustentable, en necesariamente muy largo, del orden de los 30 años previstos en los PIARFON, como consecuencia de los procesos biológicos y culturales involucrados. 

LA DIFUSIÓN, REPLICACIÓN Y EXTENSIÓN DE LAS EXPERIENCIAS DE LOS PIARFON

Sin perjuicio del tiempo requerido para completar definitivamente los PIARFON, la experiencia técnica existente en este tipo de proyectos piloto indica que ya desde los primeros años es posible ir recogiendo resultados y extrayendo conclusiones validas, los que deberían ser luego confirmados en plazos mas largos, lo que a su vez también permitiría medir los resultados con la mayor seguridad posible.

Como en todo proyecto piloto, el éxito se mide, de partida, como condición necesaria, pero no suficiente, en relación al éxito “técnico” del proyecto en si. 

Pero en definitiva, en términos de los impactos económicos y sociales en la región de influencia de cada proyecto piloto, el éxito dependerá del grado en que se verifique la replicación espontánea y/o la extensión programada de los resultados favorables y transferibles de los proyectos piloto correspondientes, lo cual requiere, además, y como un condicionante muy altamente significativo, la existencia de los incentivos económicos, del apoyo institucional, técnico, y financiero de ser necesario, y del contexto social, y en definitiva, cultural, todo ello tanto en el periodo inicial en que cada productor debe decidir el cambio de su modo de producción al del modelo sustentable, como sostenidamente durante los plazos requeridos, a veces muy largos.

La situación ideal para todo proyecto piloto consistiría en que su desarrollo pudiera completarse y evaluarse en el plazo mas corto posible, y que al alcanzarse ese grado de avance, se contara con los instrumentos necesarios y las condiciones de contexto favorables para poner en ejecución un programa activo y agresivo de difusión y extensión.

Obviamente ese no es el caso de los PIARFON. Ante el avance, acelerado actualmente, del proceso histórico de destrucción del bosque nativo en el país, resultaría impensable esperar a que se completen los proyectos piloto dentro de casi 30 años, en busca del mayor grado de certeza posible en cuanto a los resultados de los modelos de manejo sustentable desarrollados, para encarar recién entonces su difusión y su extensión; y que, mientras tanto, el estado mantuviera una actitud mas bien pasiva.

Al ritmo al que avanza la destrucción de los bosques nativos, y especialmente frente a la “fiebre de la soja”, quedarían muy pocos bosques nativos por proteger dentro de 30 años. 

INICIATIVAS PRIVADAS Y SOCIALES DE MANEJO SUSTENTABLE: INCENTIVOS Y APOYO DEL ESTADO 

Así las cosas, parece razonable, en principio, analizar los enfoques y los medios posibles que pudieran resultar efectivos, eficientes económica y socialmente, y viables institucional y operativamente, para llevar adelante a la mayor brevedad posible políticas orientadas a incentivar la preparación, presentación, y análisis, y para apoyar la implementación, de proyectos de manejo sustentable de bosques nativos, de iniciativa privada o social, al mismo tiempo que se avanza paralelamente con los PIARFON.

Encarar de manera pragmática y realista ambos enfoques requiere, en primer termino, identificar y caracterizar el universo de unidades productivas que podrían asumir tales iniciativas, y/o llevar adelante la replicación de los resultados de los PIARFON, o constituir el objeto de la difusión y la extensión de los mismos.

En segundo termino, se requiere avanzar en las gestiones necesarias para el establecimiento por la vía legal de un sistema social y económicamente racional y eficiente, de incentivos, apoyos, y compensaciones sin el cual el avance en la implementación, efectivo aunque necesariamente gradual, de una política de conservación basada en el manejo sustentable de los bosques nativos devendría ilusoria. 

EL INFORME NACIONAL AL ESTUDIO DE LA FAO DE TENDENCIAS Y PERSPECTIVAS DEL SECTOR FORESTAL EN AMÉRICA LATINA AL AÑO 2020

Siempre en la misma dirección citada, se efectuó también un análisis preliminar del trabajo de referencia, el que resulta muy interesante, pero también muy frondoso, y a veces repetitivo.

Incluye una serie de estimaciones sobre producción, demanda, y crecimiento de la capacidad industrial instalada del sector que se basan en opiniones y pronósticos personales de actores significativos del sector, los cuales podrían resultar acertados, o no. Queda claro en el propio Informe que no existe una suficiente base de información objetiva para fundamentar lo que allí se sostiene.

Lo que en principio resulta mas sorprendente e impactante, es que el Informe repite una y otra vez, que lo que cabe esperar para las que considera las cuencas mas importantes, Misiones y el Chaco, es sobreproducción de madera, es decir un exceso de la oferta sobre la demanda.

Esta ultima depende según el Estudio de la ampliación de las plantas industriales existentes, y de la instalación de otras, con inversiones totales sumamente cuantiosas, lo cual en el marco presente del país, cabe considerar por lo menos vidrioso.

Por otra parte, una porción significativa de la mayor producción industrializada debería ser exportada.

Si bien el Informe se orienta preferentemente hacia la producción de los bosques implantados, también hace consideraciones similares respecto de la producción de los bosques nativos, y de su posible incremento como consecuencia de un manejo ordenado, señalando que existiría un margen considerable para ello. 

Pero señala también que el sistema de industrialización de maderas finas del bosque y de comercialización, preferentemente externa, de esa producción, es todavía reducido y precario.

En principio, no cabria dudar de que para lograr una explotación ordenada y sustentable de los bosques nativos deberían existir mecanismos que incentiven esa reconversión atendiendo, entre otros aspectos, a uno que adquiere la mayor importancia practica: asegurar a los productores la  compensación de las bajas temporarias de ingresos que razonablemente cabria esperar que se producirían durante los periodos de reconversión hacia los manejos sustentables.

Ahora bien, si del manejo ordenado y sustentable resultan aumentos muy significativos de la producción, como lo sugiere el Informe, eso resultaría auspicioso en si mismo, siempre y cuando existiera la demanda, industrial o comercial, que la absorba a precios acordes con los costos de producción mas el margen razonable del caso.

Según lo que se indica en el Informe esa demanda debería ser en su mayor parte industrial, lo cual requeriría inversiones cuantiosas.

Eso llevaría a preguntarse si seria racional establecer incentivos a la explotación sustentable, que derivarían en producciones mayores, lo cual en caso de no existir demanda suficiente podría conducir a bajas de precios ruinosas, y con ello llegar a resultar en que fuera peor el remedio que la enfermedad.

Y también, si ese fuera el caso, si un régimen de promoción de la producción sustentable del bosque nativo no debería incluir también un mecanismo de promoción de la etapa industrial del sector. 

Parecería evidente que seria necesario actualizar y adecuar los estudios existentes de modo de poder contar con un estudio integral de mercado interno y externo de la producción actual y posible de las principales especies del bosque nativo, en sus usos madereros y no madereros, como así también de las posibles producciones complementarias, y de la cadena de procesamiento, producción, y comercialización necesaria, como así también del financiamiento correspondiente a todas las etapas de la actividad económica.  Este estudio debería tener como objetivo básico proporcionar el apoyo necesario para la mas amplia implementación posible de lo establecido en el proyecto de ley que se considera necesario preparar y promover.   

Sobre las base de los resultados de dichos estudios, teniendo en cuenta que los objetivos que se establecen en el anteproyecto de ley existente lo incluyen, eventualmente la reglamentación debería contemplar que el incentivo considere nuevos productos madereros y no madereros del bosque, como así también la asignación de recursos para las etapas industriales y comerciales correspondientes.

Por otra parte, lo anterior seria consistente con lo previsto en el Proyecto de Desarrollo de PYMES Foresto-industriales mediante un convenio con la Unión Europea, que de concretarse, podría aportar rápidamente 8 millones de Euros no reembolsables.      

Se considera que hubiera sido muy conveniente poder entrar en contacto con el consultor de la FAO que preparo el Informe Nacional al que se hace referencia, para intentar aclarar sus estimaciones respecto de la producción posible del bosque nativo, su procesamiento y comercialización, lo cual no resulto posible.

UN ANTEPROYECTO DE LEY DE PROMOCION DEL DESARROLLO SUSTENTABLE DE LOS RECURSOS FORESTALES NATIVOS

A lo largo de un proceso de mas de dos años de duración la SAyDS  fue preparando conjuntamente con los representantes de las provincias un anteproyecto de ley de promoción del desarrollo sustentable de los recursos forestales nativos, cuyo texto aprobado por el Consejo Federal de Medio Ambiente – COFEMA 
 
Un análisis preliminar del mismo, como así también de lo recogido personalmente 
 en las muy interesantes conversaciones y discusiones sostenidas con los economistas de algunos de los PIARFON y otros consultores del Proyecto, en una reunión orientada a analizar sobre todo los mecanismos de implementación que se preverían para el proyecto de ley, lleva a formular algunos comentarios preliminares,  sobre esas bases en particular, y sobre la base en general de lo mencionado mas arriba en este trabajo. 

El anteproyecto de ley como documento de trabajo de carácter preliminar constituyo un gran paso adelante del Proyecto Bosques Nativos. A continuación se incluyen algunos aspectos que seria necesario  clarificar, o ampliar.

Convendría contemplar la posibilidad de que la reglamentación de la ley previera, en consonancia con lo establecido en las Normas Técnicas y Administrativas de los PIARFON, la posibilidad de la adhesión y participación de mas productores en los PIARFON como un criterio de prioridad para la asignación a los mismos, al igual que a los que participan originalmente, de los beneficios impositivos, subsidios, etc. contemplados en la ley, sin necesidad de la presentación de nuevos planes, los que de hecho ya han sido diseñados y evaluados al incorporarse al Proyecto. Esto permitiría, al mismo tiempo, ampliar el numero de parcelas demostradoras, y la superficie bajo manejo, de cada PIARFON, y asegurar el financiamiento necesario para su continuación durante los 30 años previstos, periodo durante el cual los propietarios privados participantes comprometen las respectivas parcelas.

A su vez, esto podría hacer necesario algún mecanismo mas amplio de apoyo, asistencia técnica y supervisión por parte de los PIARFON a los productores participantes.

Esto a su vez podría constituir uno de los puntos importantes a integrar en el conjunto del programa de investigación y desarrollo tecnológico, asistencia técnica y extensión, y los sistemas de incentivos y subsidios a iniciativas privadas o sociales.

Respecto a la etapa de implementación de un sistema de incentivos fiscales como el planteado en el anteproyecto de ley se considera necesario analizar cuidadosamente los mecanismos de convocatoria, evaluación de las presentaciones y seguimiento y control de los proyectos.

Como ya se indico mas arriba, de las respuestas recogidas durante el CAN resulta que en todo el país 100.953 explotaciones agropecuarias con limites definidos informaron poseer bosques y montes espontáneos como parte de las mismas. Este numero es sumamente significativo y relevante para los propositos del sistema que se esta analizando, ya que, dependiendo de los requerimientos y condiciones que se establecieran en las reglamentaciones de los subsidios o incentivos a establecer, ese podría llegar a ser el numero total de beneficiarios potenciales del sistema en este sector. 

A ese numero quizás seria posible agregar todavía, de los datos censales del CAN, quizás solo el numero, pero no la superficie, de las unidades con limites no definidos con montes o bosques en su interior, y quizás alguna estimación referida a las propiedades donde pudiera existir alguna extracción forestal pero que al no realizar ninguna actividad agrícola o ganadera pudieran no haber sido incluidas en el CAN. Es necesario procurar aclarar estas cuestiones, especialmente si se apreciara que se trata de superficies significativas.

Sea como fuere, aunque el primer numero representara el universo total, no hace falta remarcar los que ello implicaría en un sistema abierto, en términos de recibir, procesar y otorgar eventuales proyectos / solicitudes de subsidios o incentivos, y de llevar a cabo un efectivo seguimiento y control de su correcta implementación.

Finalmente, en este análisis muy preliminar del anteproyecto cabe señalar que un sistema de exenciones impositivas podría funcionar efectivamente como incentivo para las personas o empresas que operan formalmente y pagan los impuestos que les corresponde, y quizás potencialmente para algunos casos de nuevos emprendimientos que se encaren bajo los mismos supuestos. Pro no para los que operan tradicionalmente fuera del sistema formal.

Al respecto es necesario tener en consideración que la AFIP ha producido un interesante trabajo sobre el proceso de producción y comercialización de carbón vegetal en el Parque Chaqueño, orientado precisamente a identificar elementos de juicio para poder llegara a estimar y controlar la generalizada evasión impositiva en esa actividad; este trabajo ilustra lo indicado en el párrafo anterior. 

Si los beneficiarios teóricos fueran todas las casi 101.000 unidades económicas con bosques o montes espontáneos en su interior que relevo el CAN 2002, cabe preguntarse cuantos de ellos vienen pagando habitualmente sus impuestos, sin que se entrevea ninguna respuesta clara.

Por otro lado, es necesario tener en cuenta que este tipo de beneficios impositivos podría atraer hacia el sector inversiones de otros orígenes que pudieran asociarse con los productores para llevar a cabo actividades enderezas a incrementar el valor agregado en origen. 

El trabajo “Tendencias...al 2020” refiriéndose a las regiones de Misiones y el Chaco señala que una de las dificultades mayores para la obtención de datos ciertos deriva de que una parte significativa de las transacciones del sector productor se operan “en negro”, es decir en mercados informales, y por lo tanto, son objeto de evasión impositiva. 

Si no se aclara suficientemente este aspecto, se correría eventualmente el riesgo de que de sancionarse un régimen del tipo previsto en el anteproyecto los únicos beneficiarios reales fueran un corto numero de grandes y acaso medianos productores, con el riesgo adicional de que si fueran productores mixtos, con ganadería por ejemplo, los impuestos que supuestamente pagan, y que podrían ser objeto de exenciones, no fueran los derivados de la actividad silvícola, sino de las demás actividades.

Según el CAN 2002 en Misiones hay 20.282 explotaciones agropecuarias con limites definidos, con un total de 1.875.794 ha, de las cuales 943.544 ha (49.8%) corresponderían a bosques y montes espontáneos; habría en ellas 85.325 residentes.

En la provincia del Chaco, los datos correspondientes serian: 13.613 explotaciones, con una superficie total de 5.639.189 ha, y con montes y bosques espontáneos cubriendo 2.510.730 ha (44.5%); hay en ellos 63.735 residentes. En la región forestal del Chaco esos guarismos serian significativamente mayores.

Por otra parte, como ya se indico mas de una vez mas arriba, de las respuestas al CAN del numero de explotaciones antes mencionado, resulta que las mismas tienen una superficie total de 69.939.006 ha del cual 34.374.070 (49.1%) corresponderían a montes y bosques espontáneos; y según lo informado por el INDEC, en esas explotaciones residen 435.801 personas.

Estos últimos datos resaltan la significación e importancia económica y social del universo al que se esta intentando y es necesario continuar analizando.

Y resaltan también la necesidad de que cualquier régimen de promoción o subsidios preste atención prioritaria a las consideraciones de equidad en los beneficios a otorgar. 

Por ejemplo, se torna difícil visualizar como un sistema de incentivos impositivos podría beneficiar a productores de las unidades sin limites definidos, “ya que estos son generalmente pequeños productores o comunidades indígenas que son también potencialmente beneficiarios” y se sumarían a las 100.953 explotaciones agropecuarias con limites definidos. Precisamente, para estos, y otros casos, el anteproyecto prevé un sistema de subsidios. 

Los aspectos antes mencionados fueron conversados y discutidos, dentro de las limitaciones del tiempo disponible, en la reunión antes mencionada de los economistas de los PIARFON.

Se concluyo en que a efectos de la implementación de los incentivos y apoyos previstos en el anteproyecto de ley, debería avanzarse gradualmente, con cautela, con sistemas de cupos anuales por región, los que cabe considerar que deberían ser establecidos y anunciados con transparencia y difusión, por medio de convocatorias publicas anuales por región.

Asimismo, a los mismos efectos, en lo que hace a los criterios a aplicar, los procedimientos, requisitos, etc., debería distinguirse claramente dos grupos objetivo, sin perjuicio de que productores de ambos grupos podrían recibir subsidios correspondientes tanto al costo de los proyectos a presentar, como durante su implementación:

a) el grupo que incluiría a los productores que por operar “en blanco” tanto ellos mismos como sus proveedores, empleados y clientes, por tener su situación fiscal ordenada y al día, pagar regularmente los impuestos nacionales, etc., estarían en condiciones de partida para beneficiarse efectivamente de la certificación de sus niveles de imposición iniciales y de la garantía de no alteración de los mismos en el tiempo, y con los beneficios previstos en los impuestos a las Ganancias y el IVA. Además, por su situación patrimonial, registral y financiera, estarían en condiciones de ser sujetos de crédito. Se considera que en general, pero no siempre, este grupo incluiría a productores medianos y grandes, y también a asociaciones con industriales que integraran la producción, por ejemplo, de pisos, carpintería de obra, muebles, etc. .

b) el resto de los productores, en general pequeños, comunidades, etc., que por no cumplir, y presumiblemente por no estar en condiciones de cumplir, los requisitos indicados en el punto anterior, recibirían esencialmente subsidios para formular y presentar los proyectos, y para su implementación, incluyendo siempre la previa capacitación. 

LA JUSTIFICACIÓN DE UN SISTEMA DE INCENTIVOS FISCALES Y FINANCIEROS

A la hora de proponer y sostener cualquier sistema de incentivos y/o compensaciones a cargo del estado resulta necesario proveer las justificaciones sociales y económicas que les den fundamento suficiente.

Se considera que el caso del manejo sustentable de los Bosques Nativos debe ser analizado en su propio contexto y perspectivas.

Un ángulo de análisis podría ser el que podría caracterizarse como de reparación histórica. Sin que se conozcan necesariamente los detalles ni las cifras correspondientes, historias como la de La Forestal, las de los ferrocarriles de propiedad inglesa, la industria del tanino, etc., responsables en gran medida de la destrucción por la vía únicamente extractiva de gran parte del bosque nativo de la región chaqueña, son conocidos en los medios vinculados con las políticas económicas y sociales.

Se considera, a partir de las propias convicciones y experiencias, que resultaría mas que difícil sostener la argumentación de que el estado debe asignar recursos a la reparación de los males del pasado, por justa que ella pudiera ser, y con mas razón aun cuando como en este caso, reconstruir lo destruido es una tarea altamente costosa en la practica, en lugar de asignarlos prioritariamente a las necesidades sociales de cada día; cabe destacar sin embargo, que ese tipo de proyectos ofrecería la posibilidad de afectar planes sociales, por ejemplo, a la restauración y conservación, como lo prevé el Programa Social de Bosques (PROSOBO).

Se considera que las justificaciones deberían orientarse hacia el futuro: a procurar impedir, de manera constructiva y productiva, con la participación de los productores y las comunidades locales, y el apoyo activo del estado, que los bosques nativos que permanecen en pie, un tercio de lo que el país tenia hace un siglo, corran la misma suerte que los que desaparecieron, dejando tras de si suelos deteriorados, erosión e inundaciones, alteraciones climáticas, y poblaciones enfermas y empobrecidas, empujadas a la emigración.

En el plano económico, seria posible, en principio, efectuar algunas estimaciones a nivel estrictamente micro, sobre la base de los informes de los PIARFON, aun en una etapa preliminar de esos proyectos pilotos. 

En la reunión antes mencionada de los economistas de los PIARFON, se conocieron algunas estimaciones bastante detalladas correspondientes a la región chaqueña. Lo que surgiría de ellas según la presentación efectuada, es que aun después de superada la etapa de transformación hacia un modelo de manejo sustentable, que se estima en cinco años, el nivel de ingreso de los productores permanecería por debajo del actual. Ello se explicaría por el acelerado nivel de destrucción del bosque en esa región, el que prácticamente desaparecería en dicho lapso, de continuar la situación actual. Si eso resultara ser tal cual se mostró, la implementación de modelos sustentables no generaría beneficios económicos tangibles a nivel micro, con lo cual tampoco existirían beneficios económicos directos a nivel de la zona o región pertinente.

Ese resultado preliminar resulto una sorpresa. Dada la intensa e interesante discusión que ello origino, se solicito a los economistas de los PIARFON presentes el envío a la Unidad Ejecutora en un plazo de 45 días de nuevas estimaciones procurando incluir en las mismas los ingresos provenientes de actividades complementarias existentes o nuevas. Asimismo, se solicito que se enviaran estimaciones diferenciadas para cada uno de los dos grupos de productores/beneficiarios potenciales de lo previsto en el anteproyecto de ley tipificados en la sección anterior. La respuesta recibida fue positiva, aun cuando se considero en general que el plazo era exiguo. Pero en la practica, se entiende que no se aportaron luego elementos de juicio de significación.

Naturalmente, al menos mientras no se cuente con mejores elementos de juicio, la justificación debería orientarse, entonces, hacia los impactos desde el punto de vista social, ambiental y económico, de la sociedad.

Aquí aparece la necesidad de enfrentar un problema que aparece como circular: en principio no se considera viable técnica ni financiera ni económicamente, y por lo tanto no se ha previsto ni planificado, ni se espera, un proceso de reconversión masiva, integrada y rápida, de los modelos de producción existentes en los bosques nativos sustituyéndolos por nuevos modelos sustentables.

Por el otro lado del argumento circular: no es posible técnicamente sumar linealmente los beneficios que podrían resultar en términos de conservación de recursos (suelo, drenajes, cuencas, clima, etc.) en un numero relativamente corto de unidades productivas, quizás de dimensiones pequeñas, y además, relativamente dispersas desde el punto de vista territorial: para que una cuenca resulte protegida efectivamente, por ejemplo, el manejo de la totalidad o casi de las parcelas y de la superficie del área correspondiente, deben transformarse en un periodo relativamente corto. 

Este es un problema bien conocido en los proyectos de riego, por ejemplo: para que los beneficios económicos esperados se verifiquen efectivamente, frente al gran costo de la infraestructura, todas las parcelas de cada sector deben entrar en producción rápida y simultáneamente.

Y no tiene ninguna respuesta ni fácil ni rápida, a la vista, al menos, que a la hora de preparar este trabajo, se conozca. 

CONCLUSIONES

Se considera que para las gestionar tendientes a que cualquier anteproyecto se convierta en proyecto de ley mediante su adopción y envío por el Poder Ejecutivo al Congreso, convendría presentar como fundamentos:

a) el proceso histórico de destrucción del bosque nativo, y a sus consecuencias sociales y económicas 

b) el enorme avance en términos de información y de capacidad de seguimiento que significan el Primer Inventario, la publicación del Atlas, la conformación de la Unidad de Monitoreo y Evaluación en la Dirección de Bosques, etc., llevados a cabo con el apoyo del Banco Mundial 

c) el enorme avance en términos de conocimiento científico aplicado, información productiva y de costos, y de capacidad de seguimiento y control como proyectos piloto y testigo, que significan los PIARFON, y la participación en los mismos de las Universidades Nacionales, el CONICET; el INTA; y productores de todas las dimensiones, en el desarrollo de los modelos de manejo sustentable para cada región forestal, comprometidos por los 30 años de duración del proyecto, iniciado con el apoyo del Banco Mundial 

d) presentar el anteproyecto de ley como la expresión de la necesidad política y social, y del cumplimiento de una condición contractual con el Banco Mundial, de dar una respuesta concreta, gradual, mesurada, y cautelosa, en términos de una política del gobierno nacional que se torna imprescindible e impostergable ante la incesante continuación del proceso histórico de destrucción del bosque nativo, agravado muy seriamente en años recientes y en sus perspectivas a corto y mediano plazo por la “fiebre de la soja”,  como lo fue antes por otros cultivos (modas) como la jojoba, el algodón, etc. 

e) en ese sentido, presentarlo con el mismo espíritu, humilde si se quiere, que guía los PIARFON: como punto de partida de un proceso que, a un costo fiscal reducido, el menos en las etapas iniciales, haga posible asegurar la continuidad de lo ya iniciado a nivel del estado, las universidades, etc., y que incorpore sin demoras las iniciativas privadas, las que no podrían avanzar sin el apoyo del estado 

Los fondos que debería prever el anteproyecto de ley deberían utilizarse, además de para asegurar la continuidad de lo que ya esta en marcha, para poner en marcha urgentemente:

1) un estudio del mercado interno y externo de la producción actual y posible de productos madereros y no madereros, como así también de las posibles complementarias, y de la cadena de procesamiento, producción, y comercialización necesaria, como así también del financiamiento correspondiente a todas las etapas de la actividad económica. 
2) estudios orientados a vincular orgánicamente, y planificar y establecer sistemas de seguimiento y medición del impacto agregado del manejo sustentable de los bosques nativos en la conservación del suelo, la protección de cuencas, economía del agua, fijación de CO2, la salud de los habitantes, abrigo y alimentación del ganado, y en general, todo aquello que implique generar economías externas con el consiguiente beneficio de la sociedad.  

Debería preverse que la implementación de los incentivos y apoyos previstos en el anteproyecto de ley debería avanzar gradualmente, con cautela, con sistemas de cupos anuales, los que deberían ser establecidos y anunciados con transparencia y difusión. 

El primer paso debería estar constituido por la presentación por productores privados o grupos sociales, de planes de manejo sustentable preparados con apoyo y avalados por profesionales del sector, el costo de cuya preparación debería ser cubierto por el fondo a crear. 

Los criterios a aplicar, los procedimientos, requisitos, etc., para la asignación de incentivos y compensaciones a los proyectos a seleccionar deberían distinguir claramente dos grupos objetivo, sin perjuicio de que productores de ambos grupos podrían recibir tanto el costo de los proyectos a presentar, como subsidios durante su implementación: 

· el grupo que incluiría a los productores que por operar “en blanco” tanto ellos mismos como sus proveedores, empleados y clientes, por tener su situación fiscal ordenada y al día, pagar regularmente los impuestos nacionales, etc., estarían en condiciones de partida para beneficiarse efectivamente de la certificación de sus niveles de imposición iniciales y de la garantía de no alteración de los mismos en el tiempo, y con los beneficios previstos en los impuestos a las Ganancias y el IVA. Además, por su situación patrimonial, registral y financiera, estarían en condiciones de ser sujetos de crédito. Se considera que en general, pero no siempre, que este grupo incluiría a productores medianos y grandes, y también a las asociaciones entre industriales o inversionistas de otros sectores,  y productores o grupos de productores. 

· el resto de los productores, en general pequeños, comunidades, etc., que por no cumplir, y presumiblemente por no estar en condiciones de cumplir los requisitos  indicados en el punto anterior, recibirían esencialmente subsidios para formular y presentar los proyectos, y para su implementación. En estos caso, los subsidios se concretarían a través de la entrega de herramientas e insumos, siempre acompañados con capacitación y asistencia técnica.  

El avance en la información proveniente de los PIARFON, primero; la información que se recogería en los proyectos privados que se presentaran en el primer llamado, y los resultados de los estudios de mercado y otros, antes indicados, harían posible una ampliación del alcance del programa de incentivos, compensaciones y apoyos, y eventualmente el ajuste de los criterios y de mecanismos a lo que resulte de los estudios antes mencionados 

En definitiva, lo que se debería procurar con el proyecto de ley seria poner en marcha con la urgencia que la situación requiere, un proceso a largo plazo; algunos aspectos del mismo deberán ser necesariamente formulados y reformulados sobre la marcha

Se considera que en el contexto indicado, para impulsar el anteproyecto de ley no seria oportuno, conveniente ni imprescindible hacer estimaciones sobre presuntos beneficios económicos que derivarían de la implementación de la ley, cuando cualquier estimación seria muy riesgosa y endeble a partir de la información que se dispone, la que seria, por otra parte muy dispar entre las diferentes regiones del bosque nativo en el territorio nacional. Eventualmente, si y en la medida en que se fuera progresando en la obtención y procesamiento de la información, durante el avance del proyecto, la misma podría irse agregando.

Por otra parte, se considera que la acción del estado relacionada con la preservación y conservación de los recursos naturales, el cuidado del ambiente, la salud de las poblaciones y la permanencia de sus asentamientos, etc., si bien debe guiarse por enfoques racionales, no podría limitarse a los casos en los que fuera eventualmente posible identificar y mensurar beneficios económicos tangibles

Por el contrario, las consideraciones sociales, en sentido amplio, aparecerían mas que suficientes para justificar un proyecto como el que esta en consideración; entre ellas: 

· según el CAN 435.801 personas residen en las 100.953 EAP que incluyen un total de 34.374.070 ha de montes y bosques espontáneos; el avance de la tala indiscriminada significaría el progresivo desplazamiento de esa población hacia áreas urbanas, en condiciones de pobreza. 

· según el CAN 2002 esas unidades productivas son el 30.2% del total 333.533 censadas, las que tienen una superficie total de 174.808.564 ha; con lo cual corresponde a montes y bosques naturales el 19,7% de esa superficie total.

· el ordenamiento del recurso forestal nativo a través del manejo debería conducir no solo a estabilizar esas poblaciones, sino también a mejorar los niveles de ingreso no solo de las mismas, sino también los de las localidades en las que se asentarían progresivamente las unidades productivas de procesamiento de madera y otros productos no madereros, como por ejemplo, producción de muebles, fabricación de harinas comestibles, productos medicinales y cosméticos, etc., junto a las actividades que corresponden tradicionalmente a los centros de servicio 

· el manejo ordenado del bosque y su preservación como tal, contribuirían decisivamente a la conservación del recurso suelo y de su fertilidad en las regiones correspondientes, por oposición a la destrucción y agotamiento del recurso que implica el avance del desmonte indiscriminado 

· asimismo, contribuiría a la preservación del equilibrio natural en cuanto a las precipitaciones, y a la evaporación, infiltración, y desplazamiento de las aguas superficiales, disminuyendo los riesgos de erosión hídricas y de inundaciones que afectan aun a áreas lejanas de los orígenes de las cuencas, originados en el desmonte indiscriminado

Estos enfoques coinciden en lo sustancial con los de las Políticas Operacionales del Banco Mundial sobre Silvicultura (1993) y sobre Habitats Naturales (1995), que dan sustento desde el punto de vista del Banco al Proyecto de Bosques Nativos, y a su continuación. También con las Políticas del BID, en Desarrollo Forestal de América Latina (1982), y del IIED – Internacional Institute for Internacional Development, en Alianzas forestales empresa -comunidad (2002)

También, y especialmente, en cuanto a que la acción preventiva es la esencia” de la acción del estado en lo ambiental, según lo sostiene Tulio Rosembuj en “Tributos Ecológicos en el Ambito Municipal”, en Criterios Tributarios, no. 147, Buenos Aires, agosto 2004. 

Dada la dificultad objetiva para obtener la asignación de fondos presupuestaria y con la continuidad imprescindible, como así la posibilidad de aprovechar al proyecto anterior como antecedente favorable, se considera conveniente la gestión de un nuevo proyecto con el Banco Mundial, al que habría que aportar los fondos de contrapartida nacional normalmente requeridos.
Podría utilizarse quizás como modelo para ello, en parte, los convenios de colaboración para desarrollar Planes de Promoción de Productos o grupos de productos específicos que la Fundación Export.Ar lleva adelante: los Planes de Promoción Sectorial como una de sus acciones para promover exportaciones argentinas. Cada plan incluye un análisis de los principales países exportadores del sector y de los mercados importadores mundiales, para buscar sus principales oportunidades y ventajas competitivas, las barreras arancelarias, para-arancelarias, canales de comercialización más usuales, normas de etiquetado, certificaciones requeridas, potenciales importadores y demás exigencias de cada destino. A su vez, incluyen una secuencia de exportación del rubro, que muestra el circuito de obligaciones y trámites a ser realizados por las empresas del sector hasta llegar a la exportación, con el fin de orientar ordenadamente al empresario sobre cómo debe prepararse para incursionar en la actividad exportadora de su sector. El Programa incluye una acción de promoción comercial diseñada en relación a los mercados identificados, como agendas de negocios, misiones comerciales en destino para grupos de empresas o misiones comerciales inversas (importadores del exterior en Argentina o la participación en Ferias del Calendario Oficial, etc.. 

Alternativa o complementariamente, podría procurarse encaminar los estudios y proyectos faltantes como estudios de prefactibilidad y a su hora de factibilidad, dentro del financiamiento disponible para estudios de preinversión, en el Sistema Nacional de Inversión Publica a cargo del Ministerio de Economía de la Nación
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